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lN1RODUCCION 
El tema de la colegialidad en la Iglesia ha sido objeto de muchas 
discusiones a partir del Concilio Vaticano JI, y parece evidente que no 
siempre ha imperado en ellas un concepto claro y unívoco de lo que con 
tal término se ha pretendido decir, por lo que resultaba difícil una 
coincidencia de formulaciones, incluso entre los que, en el fondo, no 
discrepaban, y por ello mismo Su Santidad el Papa Paulo VI tuvo que 
añadir a la constitución Lumen Gentium una "Nota explicativa previa" 
con el fin de aclarar que la colegialidad, en ese importante documento 
conciliar, no debía entenderse en un sentido estrictamente jurídico. De 
hecho, muchas veces se ha llegado a identificar tal colegialidad con una 
solidaridad moral, siendo así que, en derecho, y concretamente en 
Derecho canónico, ambos conceptos -colegialidad y solidaridad- no sólo 
son distintos, sino que se contraponen expresamente como antitéticos. 
Hemos pretendido, en el presente trabajo, aportar una humilde 
contribución al tema, por si puede servir para aclarar qué se entiende por 
colegialidad en el Derecho canónico. Para ello, nos ha parecido conve-
niente atenernos a lo que podemos llamar el derecho positivo de la 
Iglesia, sin implicar en la interpretación de los cánones aquellos otros 
puntos de vista teológicos, morales o, en todo caso, no estrictamente 
jurídicos que habían confluido en la discusión sobre este tema y pueden 
de algún modo oscurecerlo más que aclararlo. 
No olvidamos por ello que, por una parte, todo el Derecho 
canónico se halla fundado en una Teología que le trasciende y debe ser 
siempre respetada como su verdadero fundamento: en este tema, la 
Eclesiología dogmática resultante del Concilio Vaticano JI; por otra parte, 
que, cuando se pretende una depuración técnica de la terminología 
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jurídica, no debe acudirse a la doctrina del derecho secular, sino que tal 
depuración debe hacerse siempre dentro del marco del Código canónico, 
que, como es notorio, utiliza muchas veces ténninos jurídicos uni-
versales en un sentido propio de la Iglesia, y otras, con un sentido 
menos estricto. Estos ajustes sólo se pueden conseguir si nos limitamos, 
como hemos hecho, al marco de la ley canónica, interpretando y 
aclarando su tenninología desde ella misma, rectificándola incluso, 
algunas veces, pero siempre en atención a exigencias intrínsecas del 
Código. 
Quizá las principales diferencias que pueden aducirse entre los 
postulados que mayoritariamente defiende hoy la doctrina y los que 
hemos sostenido en estas páginas, respondan principalmente a nuestra 
prevención -por el riesgo que comporta para el rigor y la seguridad 
jurídica- ante el uso por parte de la canonística de técnicas, conceptos y 
ténninos que en el derecho secular están cargados de un preciso y 
tradicional contenido técnico-jurídico, en ocasiones difícilmente compa-
tible con aquel núcleo irrenunciable de Derecho divino, si no es con 
tantos matices que propiamente vacíen de contenido la concreta figura de 
que se trate, manteniendo la denominación jurídica, con la consecuente 
confusión y pérdida de claridad que de ello se deriva. 
Es necesario tener en cuenta, por el contrario, a la hora de elegir 
una técnica jurídica o un concepto, que siempre deben hacer relación a un 
contenido detenninado, de tal fonna que se sepa claramente lo que con 
ello se quiere significar, cosa que, como venímos diciendo, no ocurre en 
el Derecho canónico. 
Esta reducción de nuestro estudio a la ley canónica no quiere decir 
que nos hayamos limitado a estudiar los cánones que hablan expresa-
mente de colegialidad, sino que frecuentemente se nos ha hecho 
necesario aclarar otros conceptos afines, sin por ello perder, según 
creemos, la línea principal de nuestro estudio. 
Naturalmente, no se trataba de estudiar todos los colegios de la 
Iglesia, sino el régimen general de la colegialidad, aunque hemos 
procurado destacar la incidencia de los principios generales en los 
distintos colegios de la organización de la Iglesia, sin entrar por ello en 
detalles sobre el régimen de cada uno de ellos en particular. En especial, 
debemos advertir que se ha prescindido de los tribunales colegiados, así 
como de aquellos colegios que pueden existir en virtud de una ley 
particular o que, en todo caso, no son órganos que colaboren direc-
tamente con los oficios capitales en el gobierno de la Iglesia universal o 
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particular, como expresamente indica el título de nuestro trabajo. 
También hemos excluido deliberadamente de nuestro estudio el 
aspecto concreto de las consecuencias de los actos para los que se prevé 
una consulta o aceptación preceptivas de las decisiones de los órganos 
consultivos, pues esta cuestión exigiría una atención que excedería 
evidentemente los límites del tema propuesto, que es el de los principios 
generales de la colegialidad canónica. Sin embargo, pensamos que tal 
tipo de infracción por parte de un oficio de potestad no produce por sí 
misma la consecuencia de una reforma directa. En efecto, tratándose de 
los actos del Romano Pontífice, el carácter supremo de su potestad 
implica también que sus actos no pueden resultar nulos por contravenir 
las leyes eclesiásticas, de las que él mismo es el autor formal. 
Tratándose, en cambio, de actos de los Obispos, dentro del ámbito de su 
propia potestad, la eficacia de aquéllos sólo puede quedar revocada por la 
desautorización expresa de la superior autoridad del Papa. Podría 
pensarse acaso en el recurso contencioscradministrativo, cuya práctica se 
ha iniciado hace unos años al amparo de la constitución Regimini 
EccIesiae Universae, pero la omisión que de este procedimiento ha hecho 
el nuevo Código no permite contar con este recurso en nuestro estudio, 
que, como venimos diciendo, se limita a la disciplina del Código. Por lo 
demás, parece ser que la misma práctica de ese nuevo tribunal de la 
Signatura Apostólica, sobre cuyo porvenir no nos atrevemos a hacer 
pronósticos, ha tendido a expresar sus sentencias, no tanto como 
revocatorias cuanto como meramente exhortativas. Esto es congruente 
con el carácter vicario de dicho tribunal, pues en todo caso de vicariedad, 
el Vicario no actúa el mismo poder de la potestad en cuyo lugar 
interviene, sino meramente funciones de autoridad encomendadas por tal 
potestad, por lo que, ni siquiera respecto al recurso contra los actos del 
Obispo diocesano, puede atribuirse a dicho tribunal una potestad de 
origen divino superior a la potestad de los Obispos, que sólo tendría el 
Romano Pon tífice. 
Para nuestro estudio, precisamente por atenemos al tenor legal de 
los sagrados cánones, ha sido de gran utilidad el 1 ndex verborum ac 
locutionum Codicis Iuris Canonici (Roma 1983), que, con gran solicitud 
publicó el profesor de la Universidad Laterana Don Javier Ochoa, 
Misionero del Corazón de María. Aunque no se trata propiamente de un 
vocabulario, en el que se distingan acepciones dentro de cada palabra, 
nos ofrece registrados todos los lugares en que aparecen los distintos 
términos y frases del Código, con lo que podemos tener seguridad acerca 
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del uso que el legislador ha hecho del vocabulario canónico. Las 
recúficaciones del texto legal que se publicaron con posterioridad en Acta 
Apostolicae Sedis de 1983, y que deben tenerse en cuenta a la hora de 
usar el Index, no afectan afortunadamente a los cánones que interesan 
para nuestro estudio. 
1. FORMAS DE DELEGACION DE POTESTAD EN EL CODIGO; COLEGIA-
LIDAD, SOLIDARIDAD, MANCOMUNIDAD 
El tema de la colegialidad y de la solidaridad se presenta princi-
palmente a propósito de la potestas delegata en el nuevo c. 140, que 
sustituye al antiguo 205. No quiere esto decir que este tema sólo se 
presente a propósito de la potestad delegada, pues se refiere fundamen-
talmente a la concurrencia de potestades en general. 
Un detenido análisis de las distintas formas de delegación de 
potestad, y, en especial, de la diferencia terminológica entre el antiguo c. 
205, que hablaba de una presunción de solidaridad en la potestas volun-
taria o non iudicialis, y de colegialidad en la potestas iudicialis, en tanto 
el nuevo c. 140, no estableciendo presunciones, determina que la potes-
tad delegada será solidaria o colegial según los casos, y sólo en su § 3 
establece la presunción de solidaridad para la potestas executiva, término 
que desconocía el anúguo Código. 
Por otra parte, analizado a continuación el concepto de solidaridad, 
en relación con la colegialidad y decisión mancomunada en la posible 
concurrencia de potestades en la teoría general del derecho, se llega a la 
conclusión de que en el derecho de la Iglesia, no sólo no se dan casos de 
mancomunidad, a la que no se refiere la ley, sino tampoco de verdadera 
solidaridad. En efecto, en el único caso en que el Código habla de 
potestad in solidum es en el de la novedosa figura de los cc. 517, 520, 
534, 542 y 543, de la llamada parroquia "en equipo", es decir, la 
parroquia encomendada, a como dice el primero de los cánones citados, 
in solidum a varios párrocos conjuntamente, con uno de ellos como 
moderator. La experiencia de esta nueva forma de gobierno parroquial, 
puesta en marcha hace años, antes ya del nuevo Código, no ha sido ni 
muy clara ni uniforme. La Comisión codificadora interpretó que las 
decisiones, en este tipo de parroquias, debían tomarse por votación 
"colegialmente", según la misma expresión utilizada por aquella 
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comisión, pero no resolvía la dificultad en caso de empate de votos. Por 
la información recaudada sobre esa experiencia, aunque difícilmente 
pueda ser completa, no se ha seguido una solución uniforme para 
resolver tal dificultad, y podría decirse que la novedad no ha tenido una 
suerte especialmente feliz . En todo caso, como aquella Comisión 
codificadora venía a reconocer expresamente, no se trataba de verdadera 
solidaridad, que presupone el régimen de veto, puesto que lo que 
caracteriza a la colegialidad es la decisión por voto. 
La expresión in solidum, es verdad, vuelve a aparecer, pero no ya 
en relación con la concurrencia de potestades, en el c. 1121 § 2, que se 
refiere al deber de informar al párroco o al ordinario que tienen los 
testigos a la vez que los mismos contrayentes de un matrimonio 
celebrado en la forma extraordinaria del c. 1115, y en el c. 1595 § 2, que 
se refiere a la obligación solidaria que tienen el demandante y el 
demandado de pagar las litisexpensas. 
Así, pues, una conclusión marginal que cabría resaltar, es la de la 
inexistencia de solidaridad en la concurrencia de potestades, a pesar de la 
declaración genérica del c. 140 que sigue distinguiendo la solidaridad de 
la colegialidad. 
n. EL PRINCIPIO DE COLEGIALIDAD 
Desde el primer momento, hemos adoptado, como el mismo título 
de nuestro estudio indica y repetimos insistentemente, un punto de vista 
rigurosamente jurídico positivo a la hora de abordar el tema que nos 
ocupa -la colegialidad- desechando, en consecuencia, todo tratamiento 
eclesiológico del problema, aunque sin olvidar, naturalmente, sus pos-
tulados. 
Se trata, pues, de precisar el sentido jurídico de la colegialidad, que 
el Concilio Vaticano n, en la Constitución dogmática sobre la Iglesia 
Lumen Gentium, utilizó desde una perspectiva exclusivamente teológica. 
Para lograr este propósito, nos ha parecido muy ilustrativo partir 
de la distinción entre colegialidad en la autoridad y colegialidad en la 
potestad, según el Derecho romano, donde se advierte claramente que la 
primera, propia de los colegios -a diferencia de la colegialidad en la 
potestad que se daba entre los colegas y se regía por el régimen del veto-, 
al referirse a funciones de autoridad, necesitaba siempre de una potestad 
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a la que dirigir sus consejos, y dotara de fuerza imperativa aquellos 
decretos prudenciales que, por sí mismos, no eran ejecutivos. 
A. Colegialidad en la autoridad y colegialidad en la potestad; co-
legios y colegas 
Como es sabido, Alvaro d'Ors ha partido de esta distinción 
histórica para constituir un principio teórico general válido para todo 
ordenamiento, también el canónico, en el que debe advertirse, sin 
embargo, que no se da nunca colegialidad en la potestad, pues en el 
gobierno de la Iglesia no hay colegas. Si este discernimiento no resulta 
tan obvio respecto de la jerarquía eclesiástica como respecto al orden 
civil, ello se debe a que tal jerarquía, por su mismo carácter sagrado, 
prolonga en la tierra, en cierto modo, la integración divina de autoridad y 
potestad, de saber y poder, que en Dios no son separables. 
Partiendo de esta premisa, se estudia a continuación el principio de 
colegialidad en el Derecho secular, con el fin de advertir la diferencia 
esencial entre la aplicación del mismo en aquel Derecho y el canónico, el 
cual tiene su propia e inconfundible naturaleza, por lo que conviene tener 
siempre presente las exigencias de la letra y del espíritu del Derecho de la 
Iglesia, si bien se advierten entre ambos ordenamientos no pocos rasgos 
comunes. 
B. I Collegium" y personalidadjurfdica 
Otra de las cuestiones de gran interés para el tema propuesto es el 
controvertido de la personalidad jurídica, estudio que se ha abordado 
-especialmente en el ámbito del ordenamiento canónico- para resolver la 
insoslayable cuestión de si los colegios de la organización eclesiástica, a 
diferencia de los simples coetus, son siempre entes con personalidad 
jurídica. Un detenido análisis de los rasgos esenciales que caracterizan 
esta figura, y de su reflejo en el Derecho secular y canónico, nos lleva a 
la conclusión de que los colegios de la Iglesia son siempre personas 
jurídicas, realidad que viene exigida por la actuación de entes colectivos 
que requieren el reconocimiento de este instrumento jurídico para aunar 
las voluntades de sus componentes, convirtiéndolas en deliberaciones 
"del" colegio; o lo que es lo mismo, a efectos, principalmente, de 
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imputación y representación. 
Una de las peculiaridades más relevantes del concepto canónico de 
personalidad jurídica es que, a diferencia del secular, que presupone 
siempre una capacidad patrimonial actual y efectiva, por no ser el 
Derecho canónico un Derecho patrimonial, tal requisito no se exige, 
como tampoco la perpetuidad legal de los colegios implica una actividad 
continua de los mismos. 
Por tanto, la exigencia del reconocimiento de la personalidad 
jurídica a todos los colegios de la organización eclesiástica, deriva del 
concepto mismo de colegialidad, que presupone una personalidad 
jurídica a la que imputar las declaraciones colegiales de voluntad; 
reconocimiento, por otra parte, que tiene lugar ipso iure, porque, al ser 
tipificados por la ley, quedan constituidos como perpetuos, y no 
requieren un reconocimiento expreso -ex speciali concessione- de su 
personalidad. 
lIT. "VOTUM" y COLEGIALIDAD 
Siendo el votum la manifestación máxima del prinCIpIO de 
colegialidad, es lógico el interés que ofrece el estudio de la etimología y 
distintas acepciones que aquél término presenta, para analizar después 
qué tipos de vota podemos encontrar en los órganos colegiales. Esto nos 
plantea, de entrada, la cuestión de la cual sea el alcance y significado de 
la existencia, en un mismo colegio, de distintos tipos de miembros: unos 
con voto deliberativo y otros con voto consultivo. Es aquí donde aparece 
la distinción entre el carácter siempre deliberativo del voto ad intra, para 
la formación de la voluntad colegial (pues aquí el voto consultivo no es 
más que una mera emisión de voz autorizada, que no integra la voluntad 
final del colegio), y el carácter consultivo de esa voluntad colegial 
dirigida ad extra, es decir, respecto de la potestad que reclama aquel 
consejo. 
Sin embargo, esta afirmación plantea el problema de cómo 
interpretar la aparente atribución -por parte del Código- de facultades 
deliberativas ad extra a los órganos consultivos de la Iglesia. Esta 
cuestión reconduce al estudio de las distintas notas que caracterizan la 
delegación canónica de potestad; técnica -aparte la vicariedad, de la que 
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se trata en otro momento- mediante la cual son atribuidas esas peculiares 
funciones a los colegios de la organización eclesiástica. 
La delegación de potestad en el Derecho Canónico 
Como en tantas ocasiones, se advierte respecto de la delegación, 
cierta falta de conexión entre los conceptos teóricos elaborados por la 
doctrina, y el tratamiento que de aquella concreta figura presenta el 
Código, por lo cual se han distinguido dos niveles en el estudio de este 
tema: el teórico y el positivo según los cánones del actual Codex. 
Puesto que el problema de más difícil explicación, para quienes 
sostienen que la delegación canónica habilita para un verdadero ejercicio 
de potestad, es el de la exigencia de "aprobación" -ratihabitio, 
confirmatio, o recognitio- por parte del Romano Pontífice, de todos los 
actos que, en virtud de la delegación, proceden de los órganos 
colegiales, a esta exigencia se ha dedicado un detenido estudio, y se llega 
a la conclusión de que esta delegación no contempla sino la posibilidad 
de que el Romano Pontífice, en virtud de su plena y suprema potestad, 
pueda otorgar a determinados órganos colegiales la facultad de participar 
en el trámite de elaboración de sus actos de gobierno: participación que 
en nada violenta la naturaleza del colegio en cuestión, ya que su 
intervención no dejará de tener carácter consultivo y no decisorio, y 
seguirá siendo de autoridad y no de potestad. La decisión última de dotar 
al resultado de las deliberaciones colegiales de una naturaleza distinta a la 
que normalmente tendrían -fuera de los casos de delegación-, procede de 
la actividad de un sujeto extraño al colegio, el Romano Pontífice, que, 
precisamente por tener potestad, puede transformar mediante su 
approbatio, los consejos del colegio en actos imperativos. En esto 
consiste propiamente la delegación canónica: el Romano Pontífice 
constituye, al colegio de que se trate, en competente para participar en el 
trámite de elaboración de un acto dándole al contenido material de ese 
acto, que sólo su approbatio investirá de potestad. 
Por otra parte, la personalidad jurídica que venimos reconociendo 
en estos colegios, permite salvar la dificultad con que se encuentra la 
doctrina para admitir el carácter personal -exigido por el c. 131 § 1- de la 
delegación en órganos colegiales. Así, cuando el c. 131 § 1 afirma que 
"la potestad delegada se otorga a una persona por sí misma y no en razón 
de su oficio", se está refiriendo a que la potestad delegada se otorga a 
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una persona determinada independientemente de si tiene o no un concreto 
oficio, y de cuál sea éste en su caso; de lo que no se sigue, en absoluto, 
que esa persona detenninada deba ser física, sino que puede ser objeto 
de delegación cualquier colegio de la organización eclesiástica, puesto 
que, además de ser siempre detenninados -primero por el Código, que 
prevé con minuciosidad, en cada caso, la posibilidad de delegación, y 
después en el mismo acto de delegación- son todos ellos personas 
jurídicas. 
Finalmente, también las relaciones internas, típicas en toda 
delegación, entre delegan te, delegado y delegatario, son peculiares en las 
delegación canónica de potestad: el acto que, en virtud de la potestas 
delegandi, emite el colegio de que se trate, no se dirige directamente a un 
tercero más o menos amplio o determinado -precisamente porque no es 
todavía un acto imperativo-, siempre distinto del delegan te, sino que 
deberá volver al mismo delegante, el Romano Pontífice, para que, 
mediante su aprobación, lo convierta en un acto imperativo, y en cuanto 
tal, dirigirse a terceros. En esto se puede ver una diferencia esencial con 
el concepto civil de delegación. 
Sin embargo, a pesar de todo lo dicho anterionnente, no se deja de 
ver que, en el gobierno de la Iglesia universal y particular, pueden darse 
situaciones excepcionales, que afectan de manera sustancial a deter-
minados colegios, como son los casos de sede impedida y sede vacante. 
Se trata de supuestos de delegación de verdadera potestad, en favor de 
órganos consultivos; delegación de funciones deliberativas que reciben, 
con carácter excepcional, en situaciones de impedimento o ausencia del 
oficio capital. Delegación de verdadera potestad que, cuando se produce 
en un órgano de la Iglesia universal, sede vacante, tiene una peculiaridad 
más: la de encontrarnos, precisamente en el momento de actuar esa 
delegación, sin delegante personificado, por no existir un actual Romano 
Pontífice. 
IV. EL REGIMEN JURIDICO DE LA COLEGIALIDAD EN LOS COLEGIOS DE 
LA IGLESIA 
Nos detendremos a continuación en el estudio de cada uno de los 
colegios que colaboran con los oficios capitales en el gobierno de la 
Iglesia universal y particular; se hace,aunque sin ánimo de exhaustivi-
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dad, un análisis de su composición, facultades, miembros, funciona-
miento, regulación comparada entre el antiguo y nuevo código, etc. Pero 
muy especialmente, lo que más interesa es determinar la naturaleza de su 
actividad, tratando de precisar, desde nuestro punto de vista, cual sea el 
tenor literal de los cánones, para determinar así lo que con ellos se quiere 
significar realmente. 
A. El Colegio Episcopal 
De todos los colegios de la organización eclesiástica, es sin duda el 
Colegio Episcopal el que mayor polémica doctrina ha suscitado, a 
propósito de las conocidas afirmaciones magisteriales del Vaticano II 
sobre la Colegialidad Episcopal. Aunque, como hemos dicho, no se 
aborda directamente este tema desde la óptica eclesiológica, sí se nos 
plantea, en cambio, una de las cuestiones más interesantes que esta 
institución ofrece al Derecho canónico: la naturaleza jurídica de la 
actividad colegial del Colegio Episcopal. 
Fiel reflejo de la profundización llevada a cabo por el Concilio 
Vaticano II en el gobierno central de la Iglesia, es la inclusión ex novo en 
el código actual -pues el Código del 17 sólo se refería al Concilio 
Ecuménico- de un capítulo titulado De Romano Pontífice deque Collegio 
Episcoporum. 
1. Naturaleza de su actividad 
A partir de un atento análisis, tanto de las afirmaciones 
magisteriales -para cuya recta comprensión conviene remontarse con 
frecuencia a los debates conciliares-, como de la normativa vigente, se 
propone una explicación acerca de cuál sea el contenido jurídico de la 
potestad plena y suprema que el Código atribuye al Colegio Episcopal, 
para llegar a la conclusión -por las razones expuestas anteriormente- de 
que el Colegio Episcopal, como el resto de los Colegios de la 
organización de la Iglesia, no es un órgano de gobierno sino un órgano 
de carácter consultivo. Sólo así, a nuestro modo de ver, se explican 
coherentemente las relaciones existentes entre la totalidad de los Obispos 
y su Cabeza, en el ejercicio de una potestad que, por ser plena y 
suprema, ha de ser necesariamente única (la del Romano Pontífice), así 
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como las importantes prerrogativas, minuciosamente reguladas en el 
Código, del Papa sobre el Colegio Episcopal; y, sobre todo, solo de este 
modo tiene coherencia jurídica la necesidad de confmnación pontificia de 
cada uno de los decretos colegiales, tanto conciliares como extra-
conciliares, para que lleguen a tener fuerza jurídica obligatoria. En 
definitiva: una "potestad" -la que teóricamente se atribuye al Concilio-
que no puede ejercerse sin la intervención de otro sujeto, carece de 
contenido, y mucho menos puede decirse que sea, además, plena y 
suprema. La interpretación que proponemos conduce a idénticas 
consecuencias prácticas que otras posibles interpretaciones diversas a la 
sostenida en este trabajo, como la que defiende que la potestad plena y 
suprema reside en el Colegio Episcopal, que la ejerce de dos modos: 
mediante los actos de su sola Cabeza y mediante los actos del entero 
Colegio con su Cabeza y bajo su cabeza. 
Por tanto, según la interpretación que proponemos y que nos 
parece más acorde con la doctrina propuesta en Lumen Gentium 22 a la 
luz de la Nota explicativa previa, el Romano Pontífice, verdadero y único 
titular de la potestad plena y suprema sobre toda la Iglesia, puede ejercer 
dicha potestad bien personalmente, bien recabando la colaboración del 
Colegio Episcopal, que, en estos casos, participará en las decisiones de 
gobierno de aquél mediante el ejercicio de su función consultiva. Al 
Romano Pontífice corresponde fijar los modos de ejercicio de dicha 
consulta, según criterios prudenciales y de gobierno. Lógicamente, la 
función consultiva de los Obispos reunidos colegialmente, por no ser 
necesaria, sino solamente prudencial, no añade nada sustancial al poder 
del Romano Pontífice, que podría tomar las mismas decisiones por sí 
sólo, lo que nunca podría hacer el Colegio Episcopal. 
Los acuerdos del Colegio Episcopal, como los de todo órgano 
colegial, se adoptan por votación entre los miembros legalmente 
convocados y presentes. El Romano Pontífice, Obispo de Roma, igual 
que cualquier otro presidente, emite su voto en ese colegio con el mismo 
valor que el de los demás miembros. El resultado de la votación -sea 
conforme o no con la voluntad del Papa- constituye la decisión del 
órgano colegial. Pero todavía se requiere una nueva intervención del 
Romano Pontífice para confmnar el acto y ordenar su promulgación. Esa 
doble actividad del Romano Pontífice (en cuanto miembro del Colegio y 
en cuanto titular del oficio primacial) se contiene claramente en el c. 341 
§ 1. Y hasta esa segunda intervención de potestad, desde un punto de 
vista rigurosamente jurídico, sólo cabe sostener que el acuerdo colegial 
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tendrá el simple carácter de dictámen, consejo o propuesta dirigida al 
Romano Pontífice, a quien corresponde convertirlo, como tantas veces 
hemos afirmado, en un acto dotado de obligatoriedad jurídica, en un acto 
de potestad de gobierno. 
Por tanto, la intervención del Romano Pontífice en el Colegio 
Episcopal, es tan decisiva e intensa, tanto para su celebración como para 
la obligatoriedad de sus acuerdos, que resulta difícil afirmar que el 
Colegio sea sujeto de potestad. 
La afirmación de que el Concilio carece de potestad y sólo tiene 
autoridad, no implica, sin embargo, un menosprecio de la función del 
Colegio episcopal. Esto, no sólo porque en nada afecta tal afmnación a la 
potestad que cada Obispo conserva, por derecho divino, dentro de su 
Iglesia particular, sino porque, en general, la autoridad, como tal, no 
debe considerarse inferior a la potestad. Esta concepción, en nuestro 
caso, estaría teñida de influencias seculares. De algún modo, cuando la 
potestad del Pontífice recaba la consulta de la autoridad del Colegio, y, 
"en cierto modo", ser vincula a aceptarla, esto mismo supone una clara 
consideración y respeto de tal autoridad, compatible con el límite de que 
esa autoridad requiera, para tener carácter preceptivo, la sanción de la 
potestad pontificia. 
2. Decisiones "en cierto modo vinculantes" 
En este contexto, cabe señalar que la diferencia entre el Colegio 
Episcopal y los demás órganos consultivos de la Iglesia universal, no es 
tanto de naturaleza cuanto de rango e intensidad, pues en todo caso se 
trata de funciones de carácter consultivo. Pero la actividad conciliar, por 
sus especiales características, tiene una mayor autoridad para el Romano 
Pontífice de tal forma que, salvo graves razones, hará suyo el acuerdo de 
que se trate, puesto que tendrá para él una fuerza jurídica que hemos 
venido a denominar "en cierto modo vinculante" -o vinculante en sentido 
impropio, ya que nada puede limitar la potestad plena y suprema del 
Romano Pontífice-, por dos razones: 
a) En primer lugar, porque es el Romano Pontífice y sólo él quien 
decide en cada caso someterse a la resolución del Colegio y hacerla 
propia e imperativa, mediante su potestad. 
b) Porque siempre cabría posteriormente la no ratificación, apro-
bación o "recognitio" por parte del Romano Pontífice. 
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Por último, esta relación entre la autoridad del Colegio Episcopal y 
la potestad del Romano Pontífice, cabe integrarse en la cuestión general 
de las relaciones entre la Iglesia universal y la iglesia particular; cuestión 
en la que -a pesar de exceder el objeto de nuestro estudio- compartirnos 
el sugerente planteamiento propuesto por el Prof. Alvaro d'Ors en su 
magisterio inédito. 
Una mayor clarificación de ese pensamiento llevará a perfilar con 
nitidez el dato incuestionable -por ser una verdad de fe definida (cfr. 
Concilio Vaticano I, Const. Pastor Aeternus, canon del cap. 3 Denz-Sch 
3064)- de la potestad inmediata del Papa sobre la Iglesia universal y, por 
tanto, sobre todas las iglesias particulares. 
B. El Sínodo de los Obispos 
También el Sínodo de Obispos participa en el gobierno de la Iglesia 
universal mediante actuaciones de carácter consultivo, que necesa-
riamente exigen de aquel órgano una actuación colegial: "debatir las 
cuestiones que han de ser tratadas", "manifestar su parecer" (cfr. c. 
343), etc. Sin embargo, el c. 343 contempla la posibilidad de que 
determinados actos del Sínodo puedan obtener, por concesión del 
Romano Pontífice, carácter deliberativo. Corno deba interpretarse esa 
"potestad deliberativa" que el Código atribuye al Sínodo de los Obispos 
tampoco ha sido, ni mucho menos una cuestión pacífica en la doctrina. 
Nos parece que sólo puede entenderse correctamente a la luz de cuanto 
hemos defendido sobre la delegación canónica de potestad; principios 
que se adaptan exactamente a la concreta naturaleza y actividad del 
Sínodo, según se desprende de su regulación legal. 
Se llega a sí a la conclusión de que el Sínodo puede recibir, por 
delegación del Romano Pontífice, una serie de facultades mediante las 
cuales podrá intervenir en el trámite de elaboración de detenninados 
decretos o en la resolución de cuestiones para las que el Papa recabe su 
consejo; cuestiones que, en definitiva, utilizando la tenninología del 
citado c. 343 -"dirimirá el Papa" y decretos que, asimismo, "dará él". 
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C. La Curia Romana 
Los dos únicos cánones -cc. 360 y 361- que el Código actual 
dedica a la Curia Romana, ponen de manifesto una clara voluntad del 
legislador en el sentido de prescindir de su regulación en el presente texto 
legal; abstención por parte del Código, que lógicamente no es casual, 
sino fruto de la amplia problemática planteada por la praxis frecuente de 
este organismo; cuestiones todas ellas tan relacionadas con los principios 
objeto de este estudio que obligan a tratar de este tradicional y complejo 
organismo, a pesar de que el Código del 83 ofrezca tan pobre base para 
su esclarecimiento. 
Toda la problemática, con sus variantes históricas, que planteó a la 
doctrina tan irregular praxis, así corno los principales documentos 
magisteriales sobre la Curia Romana, nos sitúa frente a la cuestión 
fundamental de corno se conjugan los principios que informan la 
organización del gobierno central de la Iglesia. 
1. Posiciones doctrinales sobre los principios que informan el go-
bierno central de la Iglesia 
Si bien es cierto que la potestad del Romano Pontífice es, por 
derecho divino, plena y suprema, y, en consecuencia, puede resolver 
directamente cualquier asunto, actuando su potestad de forma más o 
menos personal, en la práctica, es una realidad constatable que el 
gobierno central de la Iglesia ha exigido un reparto de actividades entre 
muy variadas y complejas organizaciones. Así, la Curia Romana no deja 
de ser una forma histórica, una opción técnica de carácter organizativo. 
Cabe, por tanto, una desconcentración de funciones que no iría en 
detrimento del Primado, siempre y cuando esas funciones no 
presupongan, corno venirnos diciendo, detentar potestad. 
A este planteamiento responde exactamente la tradicional 
concepción de la Curia corno el conjunto de órganos que, con carácter 
vicario, colaboran en el ejercicio de la potestad suprema del Papa; 
vicariedad que la doctrina se cuestiona hoy con insistencia, pero sin 
encontrar fórmulas viables -compatibles con el núcleo irrenunciable de 
derecho divino- que sean, a la vez sustancialmente distintas de la 
potestad vicaria; porque de la recta comprensión, y, sobre todo, de la 
adecuada aplicación en sede canónica, de las diferencias entre 
636 MARIA OOLORES GARCIA HERVAS 
centralización y desconcentración, deriva la necesaria consecuencia de 
que la vicariedad -como fonna de expresar la desconcentración de 
funciones en la Iglesia- es, con todas las variantes históricas que se 
quiera, la única fónnula válida en el ordenamiento canónico. 
Desconcentración de funciones y descentralización de 
competencias; vicariedad y delegación 
Del estudio de las distintas notas que caracterizan la técnica de la 
descentralización -que, con frecuencia la doctrina canónica, confunde 
con la desconcentración- se desprende que uno de los factores 
determinantes para que en la organización eclesiástica pueda hablarse de 
descentralización, es la existencia de un ámbito de competencias bien 
delimitado, esto es, que cada instancia goce de una serie de facultades y 
atribuciones con poderes decisorios, y no simplemente de propuesta o 
infonne; competencias no concedidas por el ente superior sino que este 
se limita a reconocer, en virtud de la relación de dependencia existente. 
Como es sabido, este régimen ha sido propuesto por la doctrina como 
técnica que haga posible la autonomía de las iglesias locales en aquel 
ámbito de potestad -propia, ordinaria e inmediata- que ejercen los 
Obispos en nombre de Cristo, aunque en último ténnino este ejercicio 
sea regulado por la suprema potestad de la Iglesia. 
Muy distinto del ámbito en el cual opera la descentralización 
-relaciones entre Iglesia universal e Iglesia particular- es, en cambio, el 
de la vicariedad, como técnica de distribución de funciones, con carácter 
estable y pennanente, de los oficios capitales a órganos mediante los 
cuales aquellos actúan en la práctica la potestad que les es propia. 
En la organización eclesiástica, dos son las técnicas jurídicas 
utilizadas en el proceso desconcentrador: la vicariedad y la delegación. 
Así, en cualquiera de los dos casos, para que detenninados órganos 
ayuden al Romano Pontífice o al Obispo en su función de gobierno, 
siempre encontraremos las siguientes características: 
a) Distribución de funciones, no transmisión de potestad, por lo 
que no puede hablarse propiamente de competencias respecto de los 
órganos vicarios o delegados. En consecuencia, ninguna de las dos 
técnicas de desconcentración de funciones, implica gradación vertical del 
poder, ni tampoco una disminución de la competencia del oficio capital 
que, por el contrario, pennanece íntegra. 
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b) Ejercicio de esas funciones, tanto vicarias como delegadas, en 
lugar y por la potestad de quien la tiene como propia: el Romano 
Pontífice y el Obispo. Los órganos desconcentrados se consideran como 
simples instrumentos a través de los cuales el Romano Pontífice, o los 
Obispos ejercitan sus funciones, de tal suerte que los actos de aquellos 
deben entenderse, al menos de un modo mediato, como actos de quien 
tiene atribuida potestad. O lo que es lo mismo, cabe atribuir la autoría 
material al órgano desconcentrado, y la formal al oficio capital, que es 
quien convierte aquel acto en imperativo. 
c) La diferencia esencial entre funciones vicarias o delegadas, 
reside, por tanto, en el carácter estable o no con que se atribuyen al 
órgano de que se trate en cada caso: la función vicaria es estable y la 
delegada, no. 
A pesar de que ciertos autores han criticado duramente la técnica de 
la vicariedad, en nuestra opinión, no es incompatible necesariamente con 
la seguridad jurídica y los derechos del fiel, como pone de relieve la 
autoridad de los órganos judiciales -tan encomiada por los mismos 
autores-, ejemplo en la práctica para el buen ejercicio de la vicariedad por 
parte de los órganos administrativos. 
La actuación en lugar y por la potestad de quien la ha recibido de 
Cristo, que desarrollan los órganos desconcentrados en la Iglesia, 
necesita, por su misma naturaleza que la potestad de que dependa, 
mediante alguna forma de aprobación, convierta sus actos en 
jurídicamente vinculantes. Así, por ser la aprobación consecuencia de las 
peculiares características con que actúan dichos órganos, poco importa, 
y, desde luego, nada modifica esencialmente, que aquella aprobación sea 
específica, genérica, expresa o tácita. 
Tratar de paliar arbitrarias actuaciones y deficiencias del pasado -en 
concreto, respecto de la Curia Romana- no implica rechazar la técnica de 
la vicariedad, o, si se prefiere, de la desconcentración de funciones, sino 
que, por el contrario, es perfectamente compatible con la pretensión de 
que la práctica habitual de la Curia responda a la exacta aplicación de la 
dinámica propia de la vicariedad. Este es el ejemplo, insistentemente 
propuesto por la doctrina, de la actividad judicial en la Iglesia. 
Además de los principios teóricos antes enunciados, es importante 
recordar que, a la hora de la objetivación jurídica, no puede considerarse 
intrascendente el hecho de que ni la normativa anterior, ni los 
documentos magisteriales que tratan de la Curia Romana, ni el nuevo 
Código, ofrecen el menor indicio de superación de la vicariedad. Y es 
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bien sabido que los sucesivos schemata sopesaron ampliamente otras 
posibilidades -difícilmente conciliables con la desconcentración- que no 
prevalecieron en la redacción finaL 
Es más, el actual c. 360 se pronuncia expresamente por la 
vicariedad, al determinar que la Curia suele "tramitar" los asuntos de la 
Iglesia universal, y realiza su "función" (no "ejerce su potestad") y "en 
nombre y por autoridad" del Romano Pontífice, a diferencia del Código 
anterior que no contenía un precepto relativo a la naturaleza de esta 
institución, quizá porque la vicariedad de la Curia no era cuestionada. 
En conclusión: parece claro que el Código del 83 recoge la 
tradicional y clásica concepción de la potestad ordinaria propia -como la 
vinculada a los oficios constitucionales- y vicaria, aquella que ejercen "en 
nombre" y por la potestad del Papa o del Obispo, y de manera estable, 
los órganos desconcentrados. 
Todo lo dicho no obsta en absoluto para reconocer que la técnica 
de la vicariedad -en concreto, respecto de la Curia- es susceptible de 
variadas y profundas mejoras, que quizá hoy, especialmente sensibles 
ante una praxis contraria a derecho, y con una técnica jurídica más 
depurada, se haga incluso apremiante y necesaria, aunque sin olvidar 
nunca el lugar que compete al Primado de Pedro y a los demás elementos 
que también forman parte de la constitución divina de la Iglesia. 
En este sentido, el nuevo cuerpo legal ofrece vías prudentes pero 
eficaces, a la hora de potenciar considerablemente una viable distinción 
de funciones dentro de la Iglesia, que permita soslayar las posibles 
imperfecciones del ordenamiento canónico en materia de garantías 
jurídicas. Dicho propósito se encuentra reflejado con indiscutible claridad 
en el título III del libro 1: De decretis generalibus et de instructionibus; 
título en el que se advierte con nitidez el sometimiento de los actos 
administrativos al principio de legalidad. 
2. El carácter ejecutivo y eventualmente legislativo de los actos de 
la Curia Romana 
Una adecuada comprensión del c. 30, en relación con el 135 § 2, 
debe llevar a la conclusión de que las futuras delegaciones del Romano 
Pontífice en la Curia habrán de someterse a los requisitos que establece el 
c. 30; es decir, la Curia Romana no podrá dar decretos generales -que, 
como afirma el c. 29, son propiamente leyes- sino sólo en aquellos casos 
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particulares para los que haya recibido excepcionalmente facultades 
"delegadas" del legislador competente. Así, la doctrina sostiene que 
parece muy conveniente que los decretos generales no se cuenten entre 
los instrumentos habituales de trabajo de la Curia, que, por el contrario 
ejercitará ordinariamente su potestad vicaria para realizar sus funciones 
de naturaleza ejecutiva o administrativa, a través de decretos ejecutorios, 
instrucciones, directorios, etc. que, por ser de rango inferior, no podrán 
derogar las leyes. 
Tan clara voluntad del Supremo legislador reflejada en el nuevo 
Código, hace albergar mayores esperanzas que en el pasado, acerca de 
una observancia más escrupulosa de la ley, en cuanto al principio de 
legalidad, jerarquía normativa y seguridad jurídica en la Iglesia, se 
refiere. 
D. El Colegio de Cardenales 
De la lectura de los cánones que regulan el Colegio cardenalicio 
-cc. 349 a 359- merece destacarse, además de un marco de naturaleza 
distinta para la actuación colegial de los Cardenales, no reducido ya a 
funciones meramente rituales o solemnes, la importancia que el nuevo 
Código concede a la actuación conjunta del colegio, frente a la individual 
de cada uno de sus miembros; actitud opuesta a la praxis seguida desde 
Sixto V y que se mantenía en el Código del 17, el cual, como 
consecuencia de esta preferente consideración individual de los 
Cardenales, regulada con mucho más detalle que el Código actual todo lo 
que hacía referencia a la condición personal de cada uno de los miembros 
del colegio. 
La elección del Romano Pontífice por el Colegio de Cardenales es, 
sin duda, el momento más importante de su actividad, y también de 
mayor interés para este estudio, por la especialísima potestad que detenta 
para llevar a cabo dicha elección. Pero de esta cuestión ya dimos 
cumplida noticia en su momento. 
Por lo demás, la presidencia del colegio y régimen especial de su 
elección; la actividad colegial de los Cardenales, según el nuevo Código, 
que regula con mayor realismo que el anterior los distintos tipos de 
consistorios; los posibles conflictos que pueden plantearse entre las 
funciones encomendadas a este tradicional organismo y otros de nuevo 
cuño, como el Sínodo de los Obispos, etc., son todas ellas cuestiones de 
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gran interés, desde el punto de vista del funcionamiento colegial de esta 
institución canónica. 
E. La Conferencia Episcopal 
Un análisis de la trayectoria seguida por las deliberaciones del 
Concilio Vaticano 11 y la legislación postconciliar, así como por los 
sucesivos esquemas del Código sobre las Conferencias Episcopales, 
lleva necesariamente a la conclusión de que, tanto la evolución jurídica de 
este colegio, como su maduración doctrinal, no pueden considerarse 
concluidas. 
Por el contrario, la institucionalización jurídica de las Conferencias 
Episcopales y la positivación cada vez más detallada de las nonnas que 
han de regir su actividad, no ha llevado consigo una paralela e 
igualmente profunda elaboración doctrinal sobre las cuestiones de fondo 
que aquella institución plantea. 
1. La novedad de la atribución de funciones deliberativas a la 
Conferencia Episcopal 
Aunque la principal misión y funciones de la Conferencia 
Episcopal van por otros cauces, no cabe duda de que la posible 
atribución de funciones deliberativas ha sido una de las características 
más originales e innovadoras de su actual configuración. 
La novedad de esta institución planteó no pocos problemas a la 
Comisión de refonna del Código, por lo que el estudio del iter seguido 
por aquella hasta su configuración definitiva, presenta gran interés, con 
relación a este estudio. 
En este sentido, el c. 455 del actual Código establece la posibilidad 
de que la Conferencia Episcopal pueda dar decretos generales, tan solo 
en dos supuestos: cuando así lo prescriba el derecho común, o cuando lo 
establezca un mandato especial de la Santa Sede. 
La doctrina se preocupó, con preferente interés, de justificar esta 
facuItad que les podía ser atribuida por el Romano Pontífice, porque con 
tal concesión parecía limitarse la potestad que, por derecho divino, 
corresponde a cada Obispo en su respectiva diócesis. y es ésta una 
consecuencia -a todas luces, la más delicada- que es necesario tener 
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presente en todo momento, a la hora de lograr una recta comprensión de 
las facultades que corresponden a las Conferencias Episcopales, y de su 
naturaleza jurídico-canónica. 
Los autores barajaron muy distintas posibilidades, algunas de las 
cuales llevaban a considerar estos órganos de Derecho eclesiástico, como 
"instancias jerárquicamente intermedias" entre el Romano Pontífice y los 
Obispos diocesanos, al reconocerles verdadera potestad. 
En cambio, del conjunto de los debates conciliares sobre este 
punto, se advierte, por parte de los padres, una notable preocupación por 
salvaguardar la potestad que, por derecho divino, corresponde a los 
Obispos. 
Un detenido estudio de las principales posiciones doctrinales sobre 
la naturaleza de este organismo, contemplado, al mismo tiempo, a la luz 
de las posturas que prealecieron tanto en los debates conciliares como en 
la Comisión de reforma del Código, así como de los cánones 
definitivamente promulgados, conduce a advertir con claridad que el 
Romano Pontífice es el único que puede, en virtud de su jurisdicción 
universal, imponer a los Obispos determinadas normas generales, y 
establecer que ciertos asuntos sean resueltos por él, bien directamente, 
bien a través de instancias supradiocesanas, como en el caso de la 
Conferencia Episcopal; instancias u organismos que reciben facultades 
delegadas -en el caso de otros, vicarias- para someter la regulación de 
una determinada materia a la recognitio del Romano Pontífice, que será, 
en definitiva, quien convierta aquella decisión o propuesta de la 
Conferencia, en nuestro caso, en jurídicamente vinculante. 
2. Naturaleza de su actividadjur(dica 
La naturaleza y actividad jurídica de las Conferencias Episcopales, 
deja de plantear problemas, si se advierte que responde a un doble 
fenómeno: por una parte, de centralización, respecto de las relaciones 
Iglesia universal y particular; así, aquellas facultades que en principio, 
eran competencia del Obispo diocesano, el Romano Pontífice las avoca a 
sí (centralización); y por otra, de desconcentración: encomendando o 
delegando ciertas funciones en la Conferencia, reservándose siempre el 
poder decisorio, la recognitio, según establece el c. 455 § 2. La 
"potestad" de las Conferencias tiene, pues, carácter de "delegada"; es 
decir, procede y permanece sin renuncia ni disminución alguna en el 
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Romano Pontífice. 
Sin embargo, el reconocimiento de personalidad jurídica a la 
Conferencia Episcopal -que, en este colegio, es expreso, como se 
contiene en el c. 449 § 2- permite que, en las actividades de la 
Conferencia, sea ella la responsable y el sujeto de atribución, y de igual 
forma ocurre con los decretos generales, que no serán calificados como 
actos pontificios, sino que puede hablarse, por el contrario, de decretos 
generales "de" la Conferencia Episcopal. 
3. Exigencia de unanimidad para las declaraciones colectivas (c . 
455 § 4); naturaleza de las mismas 
Una vez clarificada la razón de la fuerza de obligar de las 
decisiones vinculantes a que se refiere el § 1 del c. 455, interesa 
determinar la cuestión de la autoridad de las decisiones comunes distintas 
a aquéllas, tema que polarizó el interés de los padres conciliares, como 
resulta de las observaciones enviadas a la Comisión. La concreta 
recomendación de que las decisiones de la Conferencia debita reverentia 
( ... ) accipiantur et ad effectum deducantur, fue puesta en discusión, 
puesto que parecía imponerse una obligación tanto en conciencia como 
jurídica, que afectase a cada Obispo en su respectiva diócesis. 
Después de muchas y profundas discusiones, el hecho es que ni en 
el decreto Christus Dominus ni en el Codex se incluye ninguna referencia 
a la obligatoriedad moral de estas disposiciones. Así, las decisiones de la 
Conferencia Episcopal, aunque tengan gran peso moral -máxime cuando 
se exige, como prevé el c. 455 § 4, la unanimidad de todos los Obispos-
no obligan ni vinculan la libre actuación de cada uno en su diócesis. 
Distinto es el tema de la prudencia, conveniencia, oportunidad, 
etc., de que un Obispo actúe en forma aislada y contraria a la propuesta 
por la Conferencia, incluso con el voto de aquél que luego lo contra-
viene. Pero, en todo caso, si el Obispo hace suyos los acuerdos tomados 
en la Conferencia y los quiere aplicar a su diócesis, la obligatoriedad para 
sus diocesanos no se deriva de la Conferencia misma, sino de la 
voluntad del propio Obispo, que es el único que, por derecho divino, 
rige su diócesis. 
Por otra parte, los órganos de autoridad tienen la fuerza coactiva de 
la prudencia -puede imprudente, en nuestro caso, no seguir 10 que la 
Conferencia Episcopal propone-, muy distinta de la obligatoriedad moral 
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que, caso de existir, suprimiría la posibilidad de que cada Obispo, en 
conciencia, pudiera actuar en contra de una determinada disposición de 
aquel órgano. 
Por lo demás, no es ocioso recordar que la exigencia de 
unanimidad, establecida por el § 4 del c. 455, para que la Conferencia o 
su presidente puedan actuar (agere) en nombre de todos los Obispos, no 
parece referirse estrictamente a decisiones destinadas al gobierno 
particular de los Obispos, como se entiende implícitamente la parte 
anterior de este mismo § 4, sino a declaraciones y actuaciones públicas 
de la Conferencia, destinadas en general a todos los fieles e incluso a los 
gobiernos de organismos públicos. Esta misma frase "en nombre de 
todos los obispos" indica que no son ellos los destinatarios de tales 
actuaciones de la Conferencia. 
En conclusión: la Conferencia Episcopal, si bien ejerce habi-
tualmente funciones de carácter pastoral que no vinculan a los Obispos ni 
moral ni jurídicamente, puede recibir también la facultad de elaborar nor-
mas jurídicamente vinculantes, mediante delegación de la Suprema 
potestad, la cual, afirmando la vis iuridice obligandi de ciertas delibera-
ciones de la Conferencia, se limita a regular una forma de ejercicio de la 
potestad que compete, por derecho propio, a los Obispos en el gobierno 
de la Iglesia particular. 
F. Los Concilios particulares 
Los Concilios particulares también presentan alguna novedad inte-
resante en el nuevo Código respecto del anterior. 
1. Peculiaridades en la presidencia de estos Colegios 
En cuanto a su funcionamiento como órgano colegial, del análisis 
de los cc. 441 y 442 se advierte un peculiar tratamiento de la figura del 
presidente del Concilio. Así, según el c. 442 y respecto del Concilio 
provincial, su presidente no puede realizar las tareas que tradicionalmente 
tiene encomendada esta figura, sin contar con el consentimiento 
mayoritario de los demás Obispos sufragáneos -de consensu maioris 
partis Episcoporum suffraganeorum-; es decir, como el resto de las 
decisiones, también éstas deberán ser tomadas colegialmente. De donde 
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parece deducirse que no existe, propiamente hablando, la figura del 
presidente en los Concilios particulares, sino un simple moderador, ya 
que las tareas que son específicas del presidente, o bien no las realiza él 
sino la Conferencia Episcopal -supuesto del Concilio plenario, según el 
c. 441-, o bien en el caso del Concilio provincial, las realiza con el 
consentimiento mayoritario de los demás miembros. 
2. Naturaleza de su actividad 
Tampoco la naturaleza de su actividad deja de presentar problemas, 
según el tenor de los cánones que al tema se refiere: cc. 445 y 446. 
De los términos de este primer canon no se desprende claramente la 
naturaleza de la "potestad de gobierno", y especialmente legislativa, que 
el Concilio puede ejercer (potestate gaudet regiminis, praesertim legi-
slativa), pero parece evidente que no puede tratarse de una potestad 
ordinaria propia, que convertiría el Concilio en una instancia jerárquica 
intermedia entre el Romano Pontífice y el Obispo con la consecuente 
posibilidad de limitar la potestad que, por derecho divino, tiene cada 
ordinario en su diócesis. La duda podría presentarse entonces entre la 
vicariedad y la delegación, pero por lo que venimos diciendo acerca de la 
naturaleza de la potestad vicaria, nos parece más probable que, como 
también en la Conferencia Episcopal, se trate de una potestad delegada 
del Romano Pontífice, quien, en último término, tendrá que convertir 
mediante su recognitio la eventual propuesta legislativa en verdadera ley 
de la Iglesia. La diferencia está, en este caso, en que la determinación de 
la "oportunidad" del ejercicio de tal "potestad" no proviene directamente 
del mismo delegante, como ocurre con la Conferencia Episcopal, sino 
que depende de los términos concretos de la convocatoria que por 
delegación legal debe hacer la Conferencia Episcopal, de modo que en 
este caso se puede apreciar una delegación en cierto modo indirecta. 
El c. 446 establece -de igual forma que el c. 455 § 2, respecto de la 
Conferencia Episcopal-la exigencia de recognitio pontificia de los decre-
tos dados por el Concilio, en virtud de la delegación. 
Sobre en qué medida afecta la recognitio pontificia a la naturaleza 
de los actos emitidos en virtud de la potestad delegada o vicaria, nos 
parece innecesario volver. 
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G. El Sínodo Diocesano 
El primero de los cánones dedicados al Sínodo Cc. 460), en el que 
se procura un intento de definición, circunscribe su actividad al marco 
estrictamente diocesano. Los restantes cánones relativos a su compo-
sición, miembros, etc., no ofrecen peculiaridades de interés. Sí, en cam-
bio el c. 466, referido a la naturaleza de su actividad. 
1. Naturaleza de las decisiones sinodales 
De toda la praxis sinodal, el Ordinario del lugar es el único legis-
lador, por lo que sólo sus decisiones son vinculantes. Así se establecía 
en el anterior c. 362 y ahora en el nuevo c. 466. Salta a la vista una cierta 
imprecisión en la redacción de este canon. En efecto, cuando habla de 
que "los demás miembros de éste tienen sólo voto consultivo", no quiere 
decirse que los miembros del Sínodo no gocen de voto deliberativo ad 
intra, pues en este caso no habría voluntad colegial y por tanto el Sínodo 
no sería un colegio, sino que ad extra, es decir, respecto del Obispo, esa 
voluntad final del Sínodo tiene carácter consultivo. 
A nivel diocesano, únicamente el Obispo goza de potestad legis-
lativa, tanto desde el punto de vista de la titularidad, como de su 
ejercicio; principio que, además de ser expresamente formulado ya en el 
antiguo Código (cfr,. cc. 335 § 1 Y 362), en el nuevo se establece 
también de manera nítida en el c. 391 § 2, Y lo mismo se desprende de la 
prohibición expresa de delegación, contenida en el c. 135 § 2. 
En el nuevo Codex, la potestad legislativa queda con todo claridad 
atribuida sólo al Obispo, en el ámbito diocesano, cuando resulta 
paradójico que no se haga tan claramente, desde el punto de vista de su 
expresa formalización legal, respecto a la organización central de la 
Iglesia. Este criterio responde a la naturaleza del poder en la sociedad 
eclesiástica, cuya constitución jurídica jerárquica identifica esos oficios 
capitales de potestad con las personas del Papa y los Obispos, para la 
Iglesia universal e iglesias particulares respectivamente. 
Por otra parte, también es esto consecuencia del intento de 
establecer una congruente distinción de funciones en la Iglesia ~ue ya se 
manifestó claramente en los trabajos de revisión del Código, y en los 
principia directiva-, para evitar así problemas de competencia y delimitar 
la naturaleza de los actos de potestad y su atribución, cuestión de gran 
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interés, no sólo teórico sino también práctico, principalmente a la hora de 
la posible impugnación de aquellos actos. 
Esta es, por tanto, la solución más adecuada en la práctica para 
lograr una eficaz distinción de funciones: que la potestad legislativa la 
ejerzan, tanto de modo habitual a nivel central, como exclusivamente a 
nivel diocesano, los oficios capitales de gobierno, ya sea asistidos por 
órganos consultivos -como en el supuesto del c. 466-, ya sin recurrir a 
ellos. 
2. Relaciones de este Colegio con el Obispo diocesano 
Los dos últimos cánones relativos al Sínodo diocesano, se refieren 
a los actos que corresponden al Obispo, como consecuencia de su 
potestad legislativa única sobre la diócesis. El c. 467 ordena la comu-
nicación de las declaraciones y decretos del Sínodo al Metropolitano y a 
la Conferencia Episcopal, sólo a efectos de información y para favorecer 
la comunión en el episcopado y la armonía legislativa en las diócesis del 
mismo ámbito geográfico. 
En cambio, nada dice el nuevo Código sobre la promulgación de 
los decretos: ya el Código del 17 había suprimido el requisito de pedir 
consejo al Cabildo catedral para su promulgación. 
Finalmente, el c. 468 dice que el Obispo puede suspender o disol-
ver el Sínodo, y que éste debe interrumpirse cuando la sede episcopal 
queda vacante, lo cual es consecuente con la natural subordinación del 
Sínodo al Obispo. 
Después de haber recorrido el panorama positivo actual sobre el 
Sínodo, nos parece de interés observar lo siguiente. 
Tradicionalmente, aunque la frecuencia con que se celebraban los 
Sínodos varió según las épocas, el contenido de las constituciones y 
decretos sinodales mostraba la gama tan variada de temas en los que 
intervenían: derechos y deberes de arciprestes, vicarios, visitadores, 
curas de iglesias y clérigos en general, formación y atención espiritual 
del clero, sistema beneficial, dignidad y solemnidad del culto sagrado, 
prohibición de enajenar objetos de culto, catequesis y administración de 
sacramentos, calendarios y fiestas litúrgicas, prescripciones detalladas 
sobre organización de las parroquias, asociaciones parroquiales, penas 
de excomunión, etc. 
En el Código del 17 se establecía la intervención del Sínodo, con 
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carácter preceptivo para el Obispo, en distintas ocasiones; por ejemplo, 
para la elección de examinadores diocesanos, párrocos consultores, 
jueces y testigos sinodales (cc. 385-390 y c. 1574); para la deter-
minación de pecados reservados al Obispo (c. 895), etc. En otros casos 
se dejaba al prudente arbitrio del Ordinario acudir o no al Sínodo; así, 
por ejemplo, para establecer el estipendio manual de Misas (c. 831), para 
decretar la exigencia de limosnas para iglesias pobres (c. 1303 §§ 2-4), 
etc. En cambio, ningún canon del Código actual vuelve a hacer referencia 
a la institución del Sínodo diocesano, fuera de este capítulo I del título 111 
que comentamos. Lo cual parece indicar que el nuevo Código, coherente 
con el principio de una más eficaz distinción de funciones en el gobierno 
de la Iglesia, pretende reducir las intervenciones del Sínodo diocesano a 
aquellos asuntos, siempre de naturaleza legislativa, para los que el 
Obispo requiera su consejo, aunque en ningún momento el Código prevé 
su intervención con carácter preceptivo. Así, las cuestiones de naturaleza 
ejecutiva o administrativa quedan reservadas, como más adelante 
tendremos ocasión de comprobar, a instituciones reguladas ex novo por 
el Código, como el Consejo presbiteral o del Colegio de consultores. 
Así, pues, el Sínodo diocesano reúne, en su regulación positiva, 
todos los principios estudiados en relación con los Colegios: los 
acuerdos del Sínodo son adoptados siguiendo las normas que rigen la 
formación de la voluntad colegial, es decir, por votación entre los 
miembros legítimamente convocados y presentes (principio de colegia-
lidad); voto deliberativo ad intra -la voluntad de cada miembro es 
igualmente decisoria a la hora de constituir la voluntad común- y ad extra 
consultivo. El voto del presidente -el Obispo- no tiene una cualificación 
especial: asiste a la votación y manifiesta su voluntad como cualquier 
otro miembro. El resultado de la votación, sea o no conforme con el voto 
del presidente, constituye un acuerdo del órgano colegial, es decir, del 
Sínodo, pero se requiere una nueva intervención del Obispo, esta vez 
como titular único de la potestad legislativa, mediante la cual suscribirá o 
no los decretos del Sínodo, y, en su caso los publicará (cfr. c. 466). En 
definitiva, sólo tendrán relevancia jurídica las decisiones de aquel órgano 
consultivo desde el momento en que las imponga el Obispo con su 
potestad. 
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H. El Consejo Presbiteral 
1. Precedentes generales 
La estrecha relación que debe eXIStlr entre el Obispo y los 
sacerdotes de su Presbiterio fue insistentemente recordada en el Concilio 
Vaticano 11. Para llevar a la práctica esta colaboración, se detenninó la 
creación de un órgano -que más tarde el M.P. Ecclesiae Sanctae 1, 15, 
llamaría "Consejo prersbiteral"- concebido como una "junta o senado de 
sacerdotes, representantes del Presbítero, que con sus consejos pueda 
ayudar al Obispo en el gobierno de la diócesis". 
Así quedó configurado este organismo en el c. 495 del nuevo 
Código, primero del libro 11, capítulo 111 -De Consilio presbyterali et de 
Collegio consultorum. 
Esta estructura, aunque de nueva creación, venía a cumplir una 
tarea que el Código del 17 atribuía al Cabildo de Canónigos, figura que 
se mantiene en el Código actual, si bien rebajado casi exclusivamente, en 
la mayoría de las diócesis, a las funciones litúrgicas más solemnes que se 
celebren en la Iglesia catedral o colegiata, como diremos más adelante. 
Las principales diferencias que pueden encontrarse entre estos dos 
"senados" del Obispo, se refieren fundamentalmente a su estructura y 
composición, de acuerdo con las circunstancias y necesidades presentes 
y a las reflexiones del Concilio, y no a la naturaleza jurídica, puesto que 
también el nuevo Cabildo catedral se sigue concibiendo como un órgano 
consultivo, vinculado personalmente al Obispo. 
2. Naturaleza de su actividad 
Este carácter consultivo se desprendía claramente de los sucesivos 
schemata del Decr. Presbyterorum ordinis, a pesar de lo cual, en la 
última redacción, se quiso concretar expresamente cuál sería su modo de 
ayudar al Obispo en el gobierno de la diócesis: suis consiliis; inciso que, 
aunque no se incluyó en el c. 495, es de gran interés a la hora de realizar 
una adecuada interpretación de este precepto. 
Lo visto hasta aquí respecto de la naturaleza del Consejo presbiteral 
no implica -como ha pretendido un sector doctrinal- su calificación de 
"órgano pastoral"; por el contrario, se trata de un órgano jurídico 
necesario para el gobierno de la diócesis, pero de carácter puramente 
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consultivo. 
Del c. 495 antes citado se desprende, además de la naturaleza 
consultiva del Consejo presbiteral, su directa vinculación al Obispo. Así, 
no participa en el gobierno de la diócesis de modo inmediato, sino 
mediato: a través de sus consejos al Obispo. De ahí que se reiteren en ese 
mismo canon las expresiones que así lo indican: "senado del obispo", 
"ayudar al obispo", etc. 
Esta dependencia orgánica tiene otras manifestaciones en el 
Código: el Obispo aprueba sus estatutos (cfr. c. 496); puede nombrar 
libremente algunos miembros (cfr. c. 497, 3º); convoca, preside y 
determina las cuestiones que deben tratarse (cfr. c. 500 § 1), Y cuida de 
que se haga público lo que se haya decidido (cfr. c. 500 § 3); puede 
disolverlo en determinadas circunstancias (cfr. c. 501 § 3), y hasta tal 
punto el Consejo presbiteral no puede proceder sin el Obispo diocesano 
(cfr. c. 500 § 3), que cesará al quedar vacante la Sede (cfr. c. 501 § 2). 
El perfeccionamiento estructural del Consejo que había propuesto 
el Concilio y positiviza el nuevo Código suponía introducir un criterio de 
representatividad, que llevó a concebir este organismo como una 
representación del Presbiterio ~n el sentido de representación no jurídica 
sino pars pro toto- para lograr una más eficaz ayuda al Obispo por parte 
de los distintos sectores de la diócesis, como se afirma expresamente en 
el c. 499. Lo mismo se observa en los cánones relativos a la compo-
sición y elección de los miembros del Consejo Presbiteral, según se 
desprende del c. 497. 
También la naturaleza jurídica de las funciones de este colegio, 
exige sus precisiones. 
A consecuencia del equívoco al que hemos aludido respecto de la 
naturaleza del voto consultivo, se ha atribuido también carácter 
deliberativo a las intervenciones vinculantes del Consejo presbiteral. 
Ya el antiguo Código establecía preceptivamente la necesidad de 
que el Obispo diocesano acudiera al Cabildo catedral para tomar 
determinadas decisiones, y, en algunos casos ~specialmente en materia 
de administración patrimonial- el dictamen del Cabildo era vinculante 
para el Obispo. 
Por su parte, el nuevo Código determina también una serie de 
supuestos en los que el Obispo deberá oír, antes de actuar, al Consejo 
presbiteral y, en concreto, en el c. 500 § 2 establece que, cuando 
expresamente lo determine el derecho, el voto será, no sólo preceptivo, 
sino también vinculante; casos en los que un sector doctrinal se ha 
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inclinado por la calificación de ese voto como deliberativo, mientras que 
otros autores han pensado que se trataba simplemente de una pecu-
liaridad del dictamen consultivo. La Comisión para la reforma del 
Código se inclinó hacia esta última postura. Según sus conclusiones "se 
puede distinguir un voto consultivo que se significa con audito consilio y 
un voto consultivo que se significa con consentiente consilio; .. . evi-
tando hablar del voto deliberativo, o al menos para algunos casos, del 
consentimiento de parte del Consejo presbieral". Esta interpretación es 
totalmente congruente con la doctrina de la Iglesia en torno a la función 
de gobierno. Y aquí nos hacemos eco del pensamiento de Arrieta: "Los 
supuestos taxativamente determinados en la ley común, en los que el 
dictamen del Consejo presbiteral tenga carácter preceptivo, vinculante o 
no, constituyen una reserva parcial de la potestad del obispo efectuada 
por la autoridad suprema, perfectamente acorde con el Concilio. El 
Obispo, por su parte tampoco puede conceder carácter deliberativo al 
dictamen del Consejo, ni establecer unilateralmente por vía de derecho 
particular, otros supuestos en los que preceptivamente deba someterse al 
dictamen vinculante del Presbiterio. Una actuación y otra supondría la 
derogación de la potestad del Obispo, que por naturaleza no es 
derogable". 
En cuanto a la positivación de estos principios, es interesante 
destacar como en los propios Schemata se observó una clara tendencia a 
no calificar de vinculante ningún dictamen del Consejo presbiteral, y de 
hecho, en el nuevo Código, a pesar de la posibilidad que prevé el c. 500 
§ 2, no se exige en ningún supuesto. Por ello, esta posibilidad de voto 
preceptivo vinulante sólo podría darse en el futuro, y para ello sería 
necesaria una disposición del Romano Pontífice que así lo estableciera 
-pues, como hemos mantenido, sólo él podría limitar en este sentido la 
potestad del Obispo-, lo cual, vista la trayectoria que ha seguido esta 
cuestión, no parece ni muy próximo ni muy probable. 
3. "Competencias" o funciones 
Dejando aparte el tema de su naturaleza jurídica, otra cuestión de 
interés es la de delimitar su campo material de actividad; es decir, qué 
asuntos, en principio, le competen, teniendo en cuenta su concurrencia, 
en el ámbito diocesano, con otros organismos de naturaleza similar. 
Desde el punto de vista normativo -tanto universal como 
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particular-, se ha buscado una concreción cada vez mayor de los asuntos 
en los que podrá intervenir, que sólo cabe deducir de los documentos 
citados. En los estatutos de los Presbiterios españoles, más que señalar 
asuntos concretos, se señalan materias conforme a los documentos 
universales de la Iglesia, pues el nuevo Código no se pronuncia sobre el 
tema. 
Pero más que esta casuística lo que aquí nos interesa dilucidar es 
con qué concreta manifestación de la potestad episcopal colabora el 
Consejo presbiteral. 
De entrada, lógicamente, habría que excluir su asesoramiento en 
materia judicial, que compete a los tribunales, y, en principio, parece que 
tampoco recurrirá el Obispo al Consejo presbiteral para asuntos de 
naturaleza legislativa, ya que, en este campo, goza de otra específica 
institución jurídica: el Sínodo diocesano, según parece desprenderse del 
c. 466. Por tanto, su actividad consultiva debería circunscribirse al 
terreno de la función de gobierno en sentido estricto, o potestas 
exsecutiva, siendo que, además, éste era ya el campo de actuación propio 
del Cabildo catedral. 
Pero, en rigor, nada cabe establecer taxativamente a la vista del 
nuevo Código; por el contrario, tratándose de un órgano de 
asesoramiento personal del Obispo, y puesto que el c. 495 no establece 
más límite que el que se desprende de la expresión legal "ayudar al 
obispo en el gobierno de la diócesis" (cfr. c. 495), de hecho y de 
derecho, podrá intervenir en cuantos asuntos el Obispo quiera 
encomendarle. Así, el derecho se preocupará, más que de establecer un 
elenco exhaustivo de materias, de reservar al Obispo la realización 
personal de determinados actos, o excluir expresamente la intervención 
del Consejo presbiteral en otros. 
Cierto sector doctrinal rechaza que pueda hablarse de 
"competencias" en sentido estricto respecto del Consejo presbiteral. 
Acudiendo a la doctrina secular, afIrman que la competencia se refiere al 
conjunto de facultades, poderes y atribuciones que corresponden a un 
determinado órgano en relación con los demás, lo cual exige una 
titularidad de las funciones públicas. Por lo cual equiparan el término 
competencia del Derecho secular al de potestad de régimen, en el ámbito 
canónico, y afirman que donde no existe potestad no puede hablarse de 
competencia. Y concluyen que en esta acepción estricta, la categoría 
jurídica de competencia se muestra de todo punto impropia con la 
naturaleza del Consejo presbiteral, pues entraña una potestad 
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deliberativa, que en el terreno diocesano compete exclusivamente al 
Obispo. Tampoco cabe hablar estrictamente de competencia en los casos 
en que la legislación común prevé la intervención preceptiva del Consejo 
presbiteral. La competencia, incluso en estos supuestos, sigue residiendo 
en el Obispo, por cuanto que el Consejo presbiteral, como órgano 
consultivo, se limitará a emitir juicios de valor, y no manifestaciones de 
voluntad que pudieran ser signo de competencia. Esta doctrina es del 
todo acertada, pero nuevamente advertimos en el ámbito diocesano, una 
claridad que se echa de menos a nivel de Iglesia central. 
1. El Colegio de Consultores 
1. Génesis del c. 502 
Las novedades estructurales de este nuevo "senado del obispo" que 
es el Consejo presbiteral, si bien aportaron innegables ventajas, como la 
de una mayor representatividad del Presbiterio, en lo que se refiere a su 
composición y número de miembros, plantea serios problemas a la hora 
de la convocatoria de este organismo y de determinar el alcance de su 
asesoramiento. A esta dificultad estructural hay que añadir el hecho de 
que, según los mismos fundamentos doctrinales que inspiraron esta 
institución, se exija siempre la presencia del Obispo para que el Consejo 
presbiteral pueda actuar, hasta tal punto que, en aquellos casos en los que 
era más relevante en el régimen anterior la misión del Cabildo -vacante la 
sede diocesana- ahora, por el contrario, el Consejo presbiteral cesa en 
sus funciones. Si añadimos, además, el enorme peso que en muchas 
diócesis tiene la institución del Cabildo catedral, nos encontraremos ante 
las causas que originaron la creación de un órgano permanente del 
Consejo presbiteral: el Colegio de consultores, que, principalmente, ve-
nía a cubrir el vacío que producía, sede vacante, la disolución del Con-
sejo presbiteral. 
Esta es, en breves trazos, la génesis del c. 502. 
2. Naturaleza y funciones; actividad propiamente deliberativa "sede 
vacante" 
Sus funciones son muy similares a las que el Código del 17 
atribuía al Cabildo catedral; es más, dado el arraigo que en muchas 
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diócesis tiene esta tradicional institución, el § 3 del c. 502 prevé que 
pueda seguir desarrollando el Cabildo la actividad que correspondería al 
Colegio, si así lo establece la Conferencia Episcopal. 
El Colegio de consultores participa de la naturaleza del Consejo 
presbiteral; es, por tanto, un órgano personal del Obispo, de carácter 
consultivo, que, por su composición y facilidad de convocatoria, permite 
un auxilio continuado al Ordinario en los asuntos de gobierno. 
Así se flexibilizan los cauces por los que le puede llegar al Obispo 
el asesoramiento que necesite, pues, en la práctica, el tener que convocar 
a todo el Consejo presbiteral, cada vez que el Obispo lo considerase 
oportuno, o en aquellos supuestos en los que el derecho lo prescribe, 
puede ser, más que una ayuda, un gran entorpecimiento; piénsese, por 
ejemplo, en los actos de administración patrimonial. 
Si sede plena el Colegio de consultores funciona a manera de comi-
sión permanente del Consejo presbiteral, sede vacante, le corresponden 
peculiares atribuciones, lo mismo que en el sistema anterior al Cabildo 
catedral, que aun hoy puede seguir desempeñando, según establece el c. 
502 § 3, al que se remite el c. 421 § 1: designar al Administrador 
diocesano (antiguo Vicario capitular), controlar su actividad y auxiliarle 
con su consejo durante ese período. 
Nos encontramos aquí con una singular excepción -y única en el 
Código- del principio según el cual la actividad de los colegios, por ser 
éstos órganos de autoridad, es siempre de carácter consultivo y no 
deliberativo; excepción que, por otra parte, no puede entrar en colisión 
con la potestad que por derecho divino detenta el Obispo, ya que la 
atribución de esa excepcional competencia deliberativa, sólo tiene lugar 
sede vacante. Como hemos visto al tratar del régimen de "sede vacante" 
se trata, en realidad de funciones delegadas de carácter excepcional. 
1. El Consejo Pastoral 
1. Precedentes 
El Decreto Christus Dominus manifestó el deseo de establecer en 
cada diócesis un órgano asesor del Obispo en temas pastorales de ámbito 
diocesano, el Consejo pastoral, presidido por el Obispo e integrado por 
clérigos, religiosos y laicos, concretando así en un especial colegio lo 
postulado por el Vaticano II respecto a la participación de todos los fieles 
en la misión salvífica del Pueblo de Dios, y enunciado expresamente en 
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el c. 208. 
Posterionnente, distintos documentos fueron dando una estructura 
jurídica consolidada a esta institución, cuya implantación en la práctica ha 
sufrido más vicisitudes que el Consejo presbiteral, pues también la base 
doctrinal y teológica del Consejo que nos ocupa, era todavía más 
novedosa. 
Su naturaleza exclusivamente consultiva quedaba también desta-
cada de fonna patente ya en el M.P. Ecclesiae Sanctae -que desarrollaba 
el núm. 27 del Decreto Christus Dominus-, en el cual se señalaba que el 
Consejo pastoral tiene únicamente voz consultiva, expresión que se 
repetirá en otros documentos posteriores. 
La progresiva maduración jurídica de esta institución ha dado 
fonna al Consejo pastoral en el capítulo V del libro II del nuevo Código. 
En concreto, 10 expuesto hasta el momento sobre su naturaleza, finalidad 
y estructura, se contiene en los cc. 511 y 512. 
Ya el Concilio, como vimos, manifestó la "conveniencia" -frente a 
la "necesidad", respecto del Consejo presbiteral- de establecer un 
Consejo pastoral en ' cada diócesis, y este mismo carácter optativo 
--quatenus pastoralia adiuncta id suadeant- se desprende del c. 511: será 
el Obispo quien, en cada diócesis, valorará las circunstancias sobre su 
conveniencia. Se abandonó en el texto definitivo del Código 
-acertadamente, en nuestra opinión-, la recomendación de que fuera la 
Conferencia Episcopal quien adoptara normas uniformes para los 
Consejos pastorales de sus diócesis, según establecía el M.P. Ecclesiae 
Sanctae 1, 17, y 1 os primeros esquemas de este canon. 
A este carácter de establecimiento no necesario en todas las 
diócesis del Consejo pastoral, responde también el contenido del c. 513. 
La estabilidad institucional del Consejo pastoral es muy distinta, 
por ejemplo, a la del Consejo presbiteral, como fácilmente se desprende 
del canon citado: su constitución es temporal, es el Obispo quien le 
otorga libremente los estatutos, y, a tenor del § 2, el nuevo Obispo, ni 
está obligado a mantener el Consejo existente, ni deberá constituirlo de 
nuevo. 
2. Naturaleza pastoral de su actividad 
Por 10 demás, el Consejo pastoral, como órgano colegial de 
carácter consultivo, no presenta ninguna singularidad digna de ser 
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destacada, fuera del peculiar carácter consultivo del mismo, cuestión que 
merece una atención más pausada. 
El Consejo pastoral carece de "toda participación en el gobierno de 
la Iglesia particular". Por tanto, su actuación no incide en el ejercicio de 
la potestas regiminis del Obispo, sino más bien constituye una ayuda 
para la actividad apostólica oficial de la Iglesia. Esto, de todos modos, 
no implica que, a sensu contrario, el Consejo presbiteral sí tenga tal 
participación más allá de su función consultiva. 
Aun admitiendo la diferencia de rango entre el Consejo 
"presbiteral" y este otro "pastoral", no puede establecerse por ello 
ninguna consecuencia jurídica. La posible contradicción entre ambos 
colegios no se puede superar más que por el arbitrio del Obispo, pero no 
por una diferencia institucional: el Obispo puede aceptar el consejo de 
cualquiera de los dos consejos o de ninguno de ellos como sucede, en 
principio con todos los órganos consultivos. Sin embargo, el Código, 
como hemos visto concede al Consejo presbiteral y al Colegio de 
consultores algunas funciones concretas, como no hace, en cambio, con 
el Consejo pastoral. 
K. Otros colegios de la Organización Eclesiástica 
Ya en varias ocasiones hemos afirmado que nuestro estudio no 
versa sobre"los colegios" de la organización eclesiástica, sino sobre "el 
régimen jurídico de la colegialidad", como principio organizativo gene-
ral, por lo que, a partir de un estudio, fundado en el Codex, de algunos 
órganos colegiales de la Iglesia, hemos intentado esclarecer ciertos temas 
relacionados con aquel principio que quizá podrían plantear mayores 
dificultades. 
Esta delimitación del objeto de nuestro estudio constituye la razón 
por la que no nos ocupamos especialmente de todos los colegios que 
aparecen en el nuevo Código, sino que, por el contrario, excluimos 
aquellos cuya regulación no aporta nada nuevo a los principios que 
hemos procurado destacar. 
A ello obedece el hecho de que hagamos aquÍ este apartado, sin 
otra finalidad que la de advertir nuestra deliberada omisión acerca de dos 
órganos colegiales: el Cabildo catedral y el Consejo de asuntos econó-
micos, este último perteneciente a la Curia diocesana, dado que el estudio 
de ambos colegios nos hubiera obligado a ser reiterativos, y a alargar 
656 MARIA OOWRES GARCIA HERVAS 
inútilmente nuestra exposición. 
Expondremos muy brevemente las razones que motivaron nuestra 
elección. 
Como es bien sabido, el Concilio Vaticano II expresó su deseo 
-que fue llevado a la práctica- de someter a profunda revisión los 
Cabildos catedrales. El núm. 7 del decreto Presbyterorum ordinis asignó 
al Consejo presbiteral-como ya vimos- buena parte de las funciones que, 
en orden a la colaboración con el gobierno de la diócesis, tenía atribuidas 
tradicionalmente el Cabildo de canónigos, afectando lo dispuesto en 
aquel decreto a los cc. 391-422 del Código derogado. En concreto, con 
el nuevo Código, será el Colegio de consultores fonnado por miembros 
del Consejo presbiteral, el llamado a ejercer prácticamente todas las 
funciones de consulta que hasta ahora ejercía el Cabildo, salvada la 
posibilidad prevista por el c. 502 § 3 de que la Conferencia Episcopal 
establezca otra cosa. 
El nuevo Código, confía al Cabildo de canónigos el culto solemne 
en la catedral o colegiata, y deja en manos del Obispo asignarle otras 
funciones, salvo los escasos supuestos en que el mismo Código prevé 
otra cosa (por ejemplo, su asistencia al concilio particular, como 
establece el c. 443 § 5). 
La función de asesorar al Obispo queda hoy en manos de 
sacerdotes que él mismo ha designado libremente por cinco años, en 
lugar de los componentes de un Cabildo, en tantas ocasiones designados 
inamoviblemente por sus predecesores en la Sede episcopal. 
Así, por tener atribuidas actualmente funciones de escaso 
contenido jurídico, y desconocer, además, cual será su praxis en el 
futuro, hemos prescindido en nuestro estudio de esta tradicional 
institución de la Iglesia diocesana. 
Por su parte, el Consejo de asuntos económicos -cuyo precedente 
se encuentra en el llamado por el antiguo c. 1520, Consejo de adminis-
tración-, encargado de la gestión patrimonial diocesana, constituye 
dentro de la Curia, junto con el económico, una sección separada de 
funcionamiento independiente. Así, el nuevo Código les dedica los cc. 
492-494, correspondientes al libro 11, sección II, título III, artículo 3. 
Se trata, pues, de un órgano consultivo, que, bajo la dependencia 
del Obispo, habrá de asesorarle en las gestiones económicas de especial 
entidad, como establece el c. 1277, y cuyos dictámenes revisten, en 
ocasiones, carácter vinculante (cfr. c. 1292 § 1). Entre sus facultades, 
figuran la fiscalización del patrimonio sometido a la vigilancia del 
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Obispo, y la elaboración de presupuesto diocesano, así como examinar 
su ejecución (cfr. c. 493). Desde un punto de vista estructural, es 
concebido prevalentemente como órgano de carácter técnico; por ello, 
sus miembros son fieles -clérigos, religiosos o laicos- que se eligen 
atendiendo fundamentalmente a su pericia, según establece el c. 492 § 1. 
Ya nos referimos en su momento a los distintos tipos de 
dictámenes que podía emitir un órgano consultivo, y explicamos qué 
valor tenía el carácter vinculante que, en ocasiones, se les atribuye 
respecto del oficio capital. Es el Código, norma universal de rango 
superior y, en definitiva, expresión de la potestad del Romano Pontífice, 
el que, siempre taxativamente, impone al Obispo la obligación, no sólo 
de recabar sino también de seguir, un determinado consejo. 
Pero dado que de este tema ya nos hemos ocupado y que, por otra 
parte, el Consejo de asuntos económicos no presenta más peculiaridades, 
consideramos superfluo insistir en una referencia de detalle sobre el 
mismo. 
A las mismas razones expuestas al comienzo de estas páginas, 
unidas al hecho de que nos hayamos centrado en el estudio de aquellos 
órganos que colaboran con los oficios capitales en el gobierno de la 
Iglesia -universal o particular- ejerciendo principalmente funciones de 
carácter administrativo, obedece el que no nos detengamos en un análisis 
pormenorizado de cada uno de los tribunales eclesiásticos. Sí dejamos 
constancia, en cambio, de cómo los mismos principios sobre el régimen 
jurídico de la colegialidad eran aplicables, tanto a los colegios de carácter 
administrativo, como a los tribunales colegiados de la organización 
judicial; incluso aquí con mayor claridad, si cabe, debido a que el 
carácter vicario de sus funciones -que permite distinguir, incluso separar, 
las funciones de autoridad y las de potestad- es pacíficamente admitido 
por la doctrina. 
CONCLUSIONES 
1. En la Iglesia no hay más titulares de potestad que los oficios 
capitales, es decir, el Sumo Pontífice y los Obispos, puesto que la 
potestad vicaria y delegada no suponen más que una atribución de 
facultades que no conllevan el ejercicio de verdadera potestad. Dado el 
carácter esencialmente jerárquico de la Iglesia, esta potestad propia es de 
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origen carismático. 
2. Confonne a lo que también es regla general del Derecho público 
secular, la titularidad de una potestad, que en la Iglesia corresponde 
siempre a los oficios "capitales" del Papa y los Obispos, no es separable 
de su ejercicio. 
3. Los colegios de la Iglesia son siempre órganos consultivos, con 
autoridad pero sin potestad, y sus decisiones requieren siempre la 
aprobación de potestad del oficio capital para tener carácter nonnativo. 
4. La atribución de facultades deliberativas a los colegios 
consultivos no supone una alteración de su carácter consultivo, sino 
autorización para una cooperación de consejo en las decisiones de 
potestad. 
5. El término "competencias" se refiere a la potestad, a diferencia 
de las "funciones" en las que se expresa una actividad que no presupone 
ejercicio de potestad. 
6. El término "órgano" debe reservarse para designar aquellas 
instituciones de la Iglesia distintas de los oficios capitales, puesto que 
aquel ténnino implica una dependencia funcional, que no se da en la 
especial subordinación jerárquica de los Obispos respecto del Romano 
Pontífice. 
7. La desconcentración de funciones hace referencia a la atribución 
de facultades mediante delegación o vicariedad por parte de los oficios 
capitales a órganos de la Iglesia; la descentralización de competencias, en 
cambio, siempre debe circunscribirse a las relaciones Iglesia universal y 
particular. 
8. La diferencia entre potestad vicaria y potestad delegada depende 
de que la primera es en razón del oficio del Vicario y por ello estable, lo 
que no sucede con la delegación. En consecuencia, los actos de los 
órganos que tienen potestad delegada requieren ser aprobados caso por 
caso, en tanto los de la potestad vicaria pueden ser genérica y tácitamente 
aprobados por el oficio capital en cuyo lugar se ejerce esta potestad, 
como ocurre ordinariamente con los tribunales. 
9. La potestad vicaria obedece a la necesidad de descargar al titular 
de la potestad de una acumulación excesiva de sus funciones en el 
gobierno de la Iglesia, pero no supone nunca transferencia de la potestad 
capital, que sigue residiendo siempre en el titular, puesto que no se 
puede escindir la titularidad de una potestad de su ejercicio efectivo, ni 
los oficios capitales pueden renunciar a una potestad que constitucio-
nalmente, por derecho divino, les corresponde. 
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10. La potestad vicaria se refiere siempre a funciones de naturaleza 
ejecutiva o judicial, y no legislativa, pues ésta sólo puede ser objeto de 
delegación -expresa y para casos particulares, según el c. 30, y sólo en la 
Iglesia universal, según el c. 135 § 2-, cuando no la ejercen los oficios 
capitales. 
11. Ni la vicariedad ni la delegación de potestad consisten nunca en 
la transferencia de una potestad, que es constitucionalmente intransferible 
en la Iglesia, sino en la atribución de nuevas funciones que pertenecen al 
ámbito de potestad del delegante. Excepcional es el caso de sede vacante. 
12. En los casos excepcionales de sede vacante, la atribución de 
funciones propiamente deliberativas a determinados órganos consultivos 
debe entenderse como delegación de verdadera potestad por parte del 
Romano Pontífice, mediante disposición de la ley canónica. 
13. Los colegios de la Iglesia, reconocidos por la ley canónica, son 
todos ellos personas jurídicas, aunque no dispongan de un propio 
patrimonio, pues la personalidad jurídica, en el ordenamiento canónico, 
depende exclusivamente de la estabilidad legal del coetus y de la posible 
atribución al colegio como tal de una decisión adoptada por una mayoría 
más o menos exigente de votos deliberativos. 
14. El votum es la principal expresión del principio de colegialidad; 
por ello, cuando se dirige a la formación de la voluntad colegial es 
siempre deliberativo -sólo las voluntades individuales conforman la 
voluntad final del colegio- no siendo el voto consultivo más que una 
mera emisión de voz autorizada. 
15. La voluntad colegial puede dirigirse: 
a) ad intra, es decir, cuando se trata de adoptar alguna decisión que 
afecta al régimen interno del colegio, en cuyo caso la voluntad colegial 
tiene siempre carácter deliberativo; 
b) ad extra, es decir, cuando esa voluntad final del colegio consti-
tuye el contenido del consejo solicitado por la potestad. 
16. El carácter personal de la delegación canónica, no excluye un 
delegado persona jurídica, como son los colegios de la organización 
eclesiástica. 
17. La "aprobación" de los actos delegados puede adoptar distintas 
denominaciones, que presentan diversos matices, pero corresponden a 
un concepto legal unitario, porque, en todo caso, presuponen que el acto 
necesitado de aprobación no tiene fuerza de potestad sino de simple 
autoridad. 
18. El que el Colegio Episcopal aparezca como "sujeto de la 
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potestad suprema y plena sobre toda la Iglesia" Cc. 336), significa que 
hay dos modos de ejercicio por parte del Romano Pontífice de una sola 
potestad suprema y plena de la que éste es el único titular: bien de modo 
exclusivamente personal, bien reclamando el voto de autoridad del 
Colegio Episcopal. 
19. La Conferencia Episcopal es, como los otros colegios, un 
órgano de mera autoridad, al que el Papa puede conceder funciones 
deliberativas de carácter legislativo, pero que requerirán siempre la 
recognitio pontificia para ser normativas. 
20. Fuera de los casos en que la recognitio pontificia impone los 
decretos generales de la Conferencia Episcopal a los Obispos de un 
determinado territorio, éstos conservan siempre íntegra su potestad, 
aunque hayan dado su voto favorable a un acuerdo de la Conferencia, la 
cual no puede asumir una representación de todos los Obispos que la 
componen cuando no hay total unanimidad; pero incluso en este caso tal 
acuerdo unánime no es jurídicamente vinculante para la actuación de cada 
Obispo en el gobierno de su propia diócesis. 
21. Aunque el código no distingue entre autoridad y potestad, esta 
distinción resulta eficaz para explicar la modalidad de la posible 
concurrencia, en las actividades de gobierno de los Oficios capitales, del 
consejo de los colegios como órganos de autoridad. 
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